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Resumen
Desde 2010 se han iniciado procesos  múltiestamentarios conducentes a introducir reformas jurídicas en materia de la “causa perdida en la guerra contra las drogas”;  en el caso de la marihuana el paso de hacer parte de las substancias prohibidas a las aceptadas parece ligarse a aplicaciones curativas resaltadas, pero también revela existencia de factores exógenos intervinientes que pueden reflejar algo más que cambios en las formas como la sociedad valora su significado; Los debates de política antidrogas en Latinoamérica revelan aspectos del asunto;  La ponencia condensa seguimientos adelantado en la última década a posicionamientos de diversos agentes
 que utilizan canales de expresión de ideas
  para fijar sus posiciones respecto a si se debe acoger – y la forma de hacerlo- un cambio en la situación de prohibicionismo. Se verifica como han pasado de posturas “individuales” a esfuerzos por “industrializar”
  el horizonte de la legalización. Revelándose la presencia de intereses creados en el proceso de sensibilización a la llamada “opinión pública” sobre el tema. 
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Introducción 

A lo largo de varias décadas se consideraba inviable para los gobiernos latinoamericanos acoger políticas de legalización del consumo y/o despenalización de la producción y comercialización de algunas drogas.  Sin duda la confrontación de argumentos a favor o en contra de la legalización de la marihuana revela la cambiante atención sobre esta práctica en sus nexos con la economía, las políticas y la salud pública. Saber si esos cambios son espontáneos o pueden tener algún modo de inducción nos  permitirá ver el grado en que los análisis de la realidad y las posiciones y acciones que toma una sociedad se operan en una forma coherente y transparente dentro de la denominada producción de opinión pública, o en cambio confirman la capacidad de manipulación y por lo tanto su ausencia. En países representativos de la región (Uruguay- México- Colombia) que ejemplifican la centralidad del asunto, se revelan formas de configuración diferencial en relación con la presión o capacidad de las poblaciones o el conjunto de la sociedad para dar una salida al anacrónico ítem. La ponencia hace un recuento de las posiciones emergentes en Colombia en los  procesos de legitimación social de la no mayoritaria resistencia cívica que ha rodeado el clima de aceptación para abrirse la decisión legislativa de permisividad tanto en materia de producción y comercio medicinal o recreativo y de no criminalización del consumo, atendiendo a razones diversas entre las que sobresalen las de carácter pretendidamente moral filosófico, como derechos al libre desarrollo, las de salud pública como evidencia del tipo de relación costo-beneficio derivadas del tratamiento del consumidor como asunto ajeno a la legislación penal, o las de reorientar la política antidrogas bajo el criterio de centrar la contingencia en las consecuencias de la presencia de la mediación perversa de traficantes y carteles sobre la economía (ilegal) la política (corrupción) y las instituciones (crisis).

.  

La ponencia resulta de un seguimiento adelantado en la última década a los posicionamientos de diversos agentes (Ministerios de Justicia, Salud, Educación, Programas presidenciales, Policia, UNODC, Comisiones Senatoriales, Agroempresarios, EPS, Industrias farmacéuticas, FARC) que utilizan canales de expresión de ideas (medios masivos, columnas de opinión, portales Web, negociaciones y Proyectos de Ley, etc.) para fijar sus posiciones respecto a si se debe acoger – y la forma de hacerlo- un cambio en la situación de prohibicionismo. Se trata de verificar en qué sentido han pasado de posturas “individuales” a esfuerzos por “industrializar” –y en beneficio de quien- el horizonte de la legalización. También se problematiza la presencia de intereses creados en el proceso de sensibilización a la llamada “opinión pública” sobre el tema. 

La perspectiva teórica procede de teorías de Patrick Champagne (faire l´opinion) Martín Barbero (mediación) y H. Rojas (relación entre comunicación política y opinión pública) La ponencia hace parte de la investigación “Consumos SPA y estrategias de reducción del daño en IES en Bogotá” desarrollada entre 2014 y 2015 por el grupo de Educación y Empleo en Colombia.

Como antecedente se reconoce como dos características que potenciaban la ideologización de las posiciones de los agentes sociales en torno al significado de la marihuana se han venido lentamente transformando: la primera es la polarización de las tomas de posición en un eje frente a su rechazo-aceptación, la segunda es la adquisición de márgenes de legitimación, que no solo se dan en la mayor prevalencia del uso de marihuana sobre las demás SPA (UdeA, 2014) sino como resultado de la acogida que de manera reiterada reciben los usos terapéuticos, con base en hallazgos y divulgación de experiencias rehabilitantes para pacientes de diversas afecciones.
El trasfondo: sobre si el debate el torno a las legalizaciones refleja realmente el interés estratégico del conjunto de la sociedad
En Colombia es bien sabido que la promoción de iniciativas legislativas no necesariamente nace de la atención a las prioritarias expectativas de los ciudadanos. Si se examinan en detalle los proyectos de reforma a la normatividad de penalización de producción y consumo de marihuana se puede reconocer la distancia que las iniciativas tienen entre ellas, y los supuestos relativos a la salud pública, la criminalidad y la desviación social que las alimentan.
En ese orden de ideas se demostraría el sesgo al realizarse una minuciosa reconstrucción de cómo determinados contenidos que se presentan en spots televisivos dentro de noticieros o como programas de interés público, resultan de una intencional búsqueda de cambiar la percepción de las audiencias en relación con los proyectos que promueven los legisladores o funcionarios de Estado.

La indagación sobre la aceptación o desaprobación, centralidad o secundariedad de los problemas sociales vinculados al uso de la marihuana se puede reconocer como uno de los mayores esfuerzos comprensivos emprendidos por las ciencias sociales en las últimas décadas.  Esto es así por cuanto la tarea de objetivar las transformaciones de las dinámicas de producción y consumo, por la vía de los registros estadísticos de expansión de los mercados considerados ilegales y por lo tanto intentados “visibilizar” a todo costo mediante las más sofisticadas formas de seguimiento (monitoreo de cultivos, registros de todo tipo en escuelas, sistema de salud y aparato represivo etc.)  se ha obligadamente ampliado a desarrollar las mediciones de “opinión y comportamiento” (Elzo, 1995)  y consumos en población en diversos agregados poblacionales como la escolar (UNODC, 2010). 
Diversas estrategias de legalización: legalización industrial vs legalización social
En los años 70 del siglo pasado, la denominada “bonanza marimbera”  originó las primeras iniciativas de legalización (Samper, 1980) pero al igual que las actuales formulas de cambios legislativos, se revelaron como proyección de las acciones que se emprendían en el contexto norteamericano y Europeo (Der Spiegel, 1994) 

Al momento del inicio del “debate nacional” se consideraba existía un ambiente de desconocimiento  del fenómeno. Ya para finales de los años setenta se detectó la existencia de un mercado laboral con 40 mil familias subsistiendo en forma directa de la actividad, produciéndose 450 toneladas por año de las cuales solo 3% iban al consumo local, en una época en que en Norteamérica se estimaba en 20 y 25 millones el volumen de usuarios permanentes y ocasionales, respectivamente. Por aquel entonces en once estados de USA estaba permitido el uso de “dosis personal”, dentro de lo que ya se anunciaba como una tendencia a la flexibilización legal.  (Samper, 1980, 20) En el lapso aproximado de una generación (3 décadas) importantes cambios del contexto (que incluye aspectos geopolíticos, terapéuticos, fitosanitarios, y culturales principalmente) han puesto la cuestión en unas dimensiones bien distintas.
+ La adaptación de variedades a los climas estacionales y la posibilidad de mantener las características de “calidad” (concentración) en cultivos caseros.
+ El desarrollo de experimentos e investigaciones que refuerzan tanto las tesis defensivas relativas a sus efectos negativos en la salud humana como las tesis opuestas.

+ Los Convenios Internacionales prohibicionistas, han tendido a ser modificados aceptando el principio de permitir a cada país decidir –incluso en las urnas- cambios en la regulación de la producción- distribución-posesión y consumo.

+  Legislaciones nacionales (caso Uruguay) y Estatales (caso Colorado) han dado los pasos iniciales hacia la despenalización regulada de la producción, la distribución y el consumo específico de esta variedad de sustancia psicoactiva.
En el caso colombiano una particular diferencia tiene que ver con las condiciones sociales y políticas en que se inscribe el contexto local de la “guerra contra las drogas” iniciada abiertamente en 1984, bajo la deformante influencia de los carteles en todos los ámbitos de la vida nacional.  Desde esos años, la injerencia norteamericana en la política de represión a la oferta (Campero et. Al, 2013) condicionó la forma como en la creación de consensos de opinión, se produjera información –y desinformación por supuesto- en relación a los significados de todas y cada una de las drogas reprimidas.
La aceptación de la industrialización como una estrategia monopólica de las corporaciones farmacéuticas en detrimento de la democracia económica
Un hombre oficial es un ventrílocuo que habla en nombre del Estado: toma una postura oficial –habría que describir la puesta en escena de lo oficial–, habla a favor y en nombre del grupo al que se dirige, habla por y en nombre de todos, habla en tanto representante de lo universal.
¿Cuál es el proceso por el cual la opinión de una minoría se transforma en la opinión pública? Eso es lo que explica el sociólogo Pierre Bourdieu en este curso sobre el Estado dictado en 1990 en el Collège de France. 
En las dos experiencias más significativas de cambios en la convivencia social con la marihuana se reconoce un principio incontrovertible. El de la mercantilización con intervencionismo estatal expresado tanto en los procedimientos políticos (de consulta electoral y expedición de regulaciones taxativas) como en la puesta en práctica de complementaciones entre empresas y gobiernos para propiciar al entorno de la legalización un margen de credibilidad como superación de las relaciones precedentes. 

De lo que se ha tratado principalmente es de desvirtuar la percepción social de la conexión entre marihuana y desviación social (entendida como delincuencia y marginalidad) y en su lugar reconocer que a tiempo que se expande el consumo de esta sustancia –lo mismo que las legales en especial en el grupo poblacional más afectado (los universitarios)- no es sinónimo de criminalidad, abuso y dependencia, ansiedad o depresión (UdeA, 2014).

Tal estrategia no se aísla de la exhibición permanente de desarrollos encaminados a potenciar los usos medicinales, por lo que entre grupos de población audiencia de medios masivos, seguramente se operará en el corto plazo una percepción más favorable a la adopción de legislación que admita la producción y mercantilización de marihuana medicinal en Colombia, con la misma dinámica que en los últimos tres años ha adquirido en Uruguay  y en varios estados de norteamericana (tanto para fines medicinales como recreativos).

La estrategia post conflicto: desnarcotizar la guerra o desindustrializar la legalización
En el caso colombiano, la legalización de la marihuana es indisociable de la evolución del escenario de superación del conflicto armado. Dado que en la perspectiva de la acción gubernamental la prioridad de concluir y llevar a la práctica el acuerdo de cese de las acciones bélicas, ha comprometido la suscripción de un punto de negociación relativo a los cultivos de uso ilícito, se admite que luego de que las delegaciones del Gobierno y las Farc llegarán a un acuerdo sobre el punto tres de la agenda, referente a cultivos ilícitos, fueran varias las lecturas que desde la academia se propusieron acerca del tema. 

Al momento de suscribirse el punto 3 de la mesa de negociaciones en La Habana (mayo 2014) se estimaba que a futuro podría llegar a ser en beneficio para el país, pero para entonces se entendía más bien como parte de la campaña reeleccionista del candidato presidente Juan Manuel Santos. Una vez concretada la reelección, en el segundo semestre de 2014, el gobierno reelecto presentó un proyecto de ley para regular la legalización con fines medicinales. El argumento expuesto por el Ministro de Salud aludió a dos factores: expansión del uso recreativo y experiencias internacionales de legalización, dejando en segundo plano la presentación de ventajas derivadas de la investigación medicinal: “El mundo está cambiando. El debate sobre la legalización de la marihuana con uso medicinal, es necesario, Es un debate que hay que adelantarlo con base a la evidencia y con base a lo mejor del conocimiento científico". (Villota, 2014).
La legalización puede ser entendida científicamente desde diversas representaciones sociales: de una parte el que voceros de la coalición de fracciones políticas que respaldan al gobierno resulten de la noche a la mañana liderando debates, viajando al Estado de Colorado, e impulsando en los medios masivos la aceptación de este tipo de iniciativas, puede verse tanto como la posibilidad de conseguir respaldos en los llamados “votantes de opinión”, una porción del electorado que no se auto referencia en las militancias convencionales de los partidos y movimientos políticos, pero también como parte de una estrategia derivada de la aceptación del compromiso establecido en las negociaciones para ir en  la senda de poner en práctica la creación de un Programa Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos (acordado en el Punto 3), pretendido mecanismo de soluciones sostenibles para comunidades campesinas dedicadas a este tipo de actividad, al igual que la implementación de una política de salud pública para hacerle frente al consumo de estupefacientes y una estrategia de política criminal para erradicar el narcotráfico en el país.
Desde una posición pretendidamente monopólica como basada en las ciencias médicas positivistas, se cuestiona como irresponsable e inoportuna la apuesta gubernamental “Pese a las campañas mediáticas, a las propuestas audaces y a las buenas intenciones,  el país no cuenta con una política efectiva en este campo. Necesitamos una Agencia Nacional de Prevención donde sean los científicos quienes sugieran políticas. Quizás sea el momento de empezar a pensar en una Agencia Nacional de Prevención y no tanto en una legalización del consumo de marihuana” (Pérez, 2014)
Estos aspectos conducen a considerar aspectos de fondo acerca de cómo adaptar una solución jurídico-política (la legislación de despenalización o de legalización) a una realidad sui generis, en la que intervienen factores que hacen incomparable la experiencia colombiana, respecto la ocurrida en Estados de Norteamérica, o países como Uruguay, en las que la legalización no solo no ha estado atravesada por acuerdos con organizaciones alzadas en armas, con intereses o incidencia en la dinámica de la producción y mercados de las substancias ilícitas, sino que –en parte por lo mismo- viven contextos de legitimación y aversión respecto la marihuana, con características diferenciadas. 
Condicionantes de, y giros en, las tomas de posición de fuerzas representativas de la esfera pública en Colombia
Los cambios de perspectiva en sectores importantes de la sociedad colombiana, respecto el lugar que ocupa la marihuana en la agenda del interés nacional, pueden entenderse desde una matriz de seguimiento que impone destacar con fines analíticos las siguientes secuencias:

Estos cambios socioculturales reflejan de todas maneras una cadena fácilmente reconocible entre la lógica del mercado que iguala las industrias licoreras, tabacaleras y farmacéutica, con la que podría surgir en el escenario de legalización, enfrentada a la lógica del intervencionismo del Estado en la protección de la “salud pública” y la reducción de los daños derivados de las prácticas de lo que genéricamente se condensa en la prevención de farmacodependencias.

La siguiente tabla propone una contrastación de magnitudes reveladora:

	Consumos
	Miles (%PT) en 1990
	Miles (%PT) en 2000
	Miles (%PT)en 2010

	Tabaquismo
	21.4%
	4.520 (18 a 69 años) 18.9%
500   (adolecentes)
	12,8% 

	Alcoholismo
	
	
	7,6% (18 a 69 años)

	Marihuana 
	5,3%
	
	8,6% (4.000 aprox)

	Cocaina
	1,5%
	
	1,8%   (800 aprox)


Fuentes: https://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/ENCUESTA%20NACIONAL.pdf
Una lectura relacional permite afirmar que en el curso de unos 30 años, desde la expedición de la Ley 30 (estatuto de estupefacientes) en 1996, al presente se han reducido los consumos de tabaco a tiempo que proporcionalmente aumentó el consumo de marihuana, mientras el consumo de alcohol y cocaína se presentan relativamente estables.

Transformar los mecanismos de la sociedad respecto los criterios de percepción de los costos ambientales, salubricos y de seguridad y convivencia exige el ajuste de multiples procesos, éticos, científicos y económicos para los cuales Colombia, por ser un  laboratorio social mas complejo e imprevisible resulta todo un desafío. 

Los referentes de esta discusión están constituidos por conjuntos normativos que abarcan diversos espacios sociales:

1. Marco Legal: Ley 30 de 1986, Códigos de Policia, Sentencias constitucionales, Ley 100 del Sistema General de Salud, 

2. Acuerdo General para la terminación del Conflicto armado. Punto 3

3. Políticas educativas respecto la prevención escolar y la formación adecuada.

4. Control social de los medios de comunicación.
Persistencia en posiciones de rechazo a la legalización:

Conferencia Episcopal Colombiana

Procuraduría General de la Nación
Partido Centro Democrático (del ex presidente Álvaro Uribe Vélez)

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el delito (UNODC)

Programadores Radiales y Televisivos afines a las ideas represivas

Universidades confesionales clericales y laicas

Autoridades en el Ministerio de Educación Nacional

Altos mandos militares, Centros estratégicos de Inteligencia 

Giro hacia la promoción de la legalización 

Ministerio de Salud Pública 2010-2018

Representantes gubernamentales en la Comisión negociadora de La Habana

Legisladores de los partidos Liberal y Cambio Radical

Programadores Radiales y Televisivos con financiación de empresas interesadas en conseguir monopolios de explotación de la legalización

Gobiernos locales de Bogotá DC (Bogotá Humana) Movimiento Progresista
Persistencia y fortalecimiento de tesis pro legalización
Ex presidentes provenientes del Partido Liberal Colombiano
Sectores de la academia, la intelectualidad, y la cultura 
Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas FARC-EP

La explicación de tales transiciones de continuidad y/o ruptura puede entenderse en función de los recambios en las estrategias de competencia en el campo de la diversificación de los recursos de concentración económica y del poder. Cómo se mencionaba al comienzo de un estimado de 40 mil familias en los años setenta, y que luego en la bonanza cocalera se elevaron a 100 mil familias en los años noventa, se puede calcular que no menos de medio millón de personas participan de la actividad laboral que rodea la economía del rebusque como cultivo y narcomenudeo.  Si se estima que entre un 20 y un 45% de los universitarios consumen marihuana, ya estas dos magnitudes cobrar relevancia en cualquier cálculo de audiencia política y de mercado. 
Para las FARC-EP no aparece como preocupación relevante a lo largo de su trayectoria, la participación en el mercado de producción y tráfico de marihuana (FARC, 2000), como se ha demostrado lo ha sido el correspondiente a la coca y en determinadas coyunturas la amapola. En cambio por diversos antecedentes se ha documentado como el control de la distribución urbana y el tráfico de marihuana en regiones del territorio interior del país ha quedado en manos de las bandas emergentes (BACRIM).  Estos elementos explicarían la posición patentada en el punto 3 de la mesa de negociación respecto el control que se esperaría emergiera para modificar la actual operación del suministro de marihuana al mercado local. Hacen parte de los principios defendidos por las FARC “el reconocimiento del consumo de drogas psicoactivas como un problema de salud, la elaboración de políticas democráticas y participativas contra el consumo, la prevención, la financiación estatal de políticas para afrontarlas y una reforma estructural de la seguridad social” (Falla, 2014).  

La concentración en 2014 de los acuerdos sobre cultivos ilícitos en la mesa de negociaciones donde el gobierno colombiano ha estado representado por una Comisión de la que hacen parte miembros provenientes del sector empresarial, las fuerzas armadas y los partidos de la coalición, y de otra parte la presentación de proyectos legislativos para la legalización de la marihuana, al tiempo que los medios masivos de comunicación aclimatan la percepción favorable, expresan lo que Pierre Bourdieu definía como el mecanismo de construcción de una verdad de todos ,(Bourdieu, 2014) a la cual confluyen los Comisionados (de negociación), la puesta en marcha de mecanismos legislativos, la recolección de apoyo mediante encuestas y finalmente la reprogramación de la política de regulación de la marihuana, en un procedimiento que posiblemente acepte darle nuevo margen de maniobra  a las Empresas Prestadoras del Servicio de Salud (EPS) en detrimento de los espacios que en el modelo legitimo-ilegal ocupan las familias dedicadas al rebusque a través del narcomenudeo.
“Es ese sentimiento sobre cualquier tema que es cultivado, producido por las personas más informadas, más inteligentes y más morales de la comunidad. Esta opinión se extiende gradualmente y es adoptada por todas las personas con alguna educación y sentimiento que conviene a un Estado civilizado”. 
La verdad de los dominantes deviene la de todos.(Bourdieu, 2014)
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�  autoridades, oficinas de políticas, organismos, legisladores, academia, grupos de presión, observatorios


� medios, columnas de opinión, propaganda, redes sociales, eventos etc.


�  En el sentido convencional de explotación por firmas farmacéuticas vigiladas por el gobierno. 





